
 
 

Medio de control REPARACIÓN DIRECTA 

Radicado 13001-33-33-002-2021-00216-00 

 
Demandante/Accionante RICARDO ORTIZ VILLERO, JOSE FRANCISCO HERRERA 

ATENCIO Y OBERTO MANUEL CARDENAS URANGO 

Demandado/Accionado 
NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - ARMADA 
NACIONAL -EJERCITO NACIONAL - POLICIA NACIONAL - UARIV 
- MINISTERIO DEL INTERIOR 

 

La Suscrita Secretaria del Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Cartagena, de 

conformidad con lo establecido en el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, corre 

traslado a la contraparte de las excepciones propuestas en la contestación de demanda por LOS 

APODERADOS DE LOS DEMANDADOS, por el término de tres (3) días en un lugar visible de la 

Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos del Circuito de Cartagena y en la página web de 

la Rama Judicial www.ramajudicial.gov. Se fija el traslado hoy VEINTIOCHO (28) DE ENERO DE 

DOS MIL VEINTIDÓS (2022) 

 
 

EMPIEZA EL TRASLADO: TREINTA Y UNO (31) DE ENERO DE DOS MIL VEINTIDÓS (2022) A 

LAS 8:00 A.M. 

 
 

 
SANDRA MILENA CORREA MARRUGO 

Secretaria Juzgado Segundo Administrativo de Cartagena 

 
 
 
 

VENCE TRASLADO: DOS (02) DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTIDÓS (2022) A LAS 5:00 P.M. 

 
 
 
 

 
SANDRA MILENA CORREA MARRUGO 

Secretaria Juzgado Segundo Administrativo de Cartagena 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
Centro, Avenida Daniel Lemaitre Calle 32 # 10-129, 3º piso Edificio 
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Cartagena de Indias D. T. y C., enero de 2022.  
 
 
SEÑOR 
JUEZ SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA.  
Admin02cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E.    S.    D. 
 
Medio de control:  REPARACIÓN DIRECTA    
Radicación:  13001-33-33-002-2021-00216-00 
Accionante: RAFAEL ELIECER TORRES PEREZ y OTROS.  
Accionado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - ARMADA NACIONAL -EJERCITO 
NACIONAL - POLICIA NACIONAL - UARIV - MINISTERIO DEL INTERIOR 
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA – CONTIENE EXCEPCIONES 
 
 
KATHERINE ANAYA SANTIAGO, abogada en ejercicio, identificada con Cédula de Ciudadanía No. 

1.143.333033 expedida en Cartagena y Tarjeta Profesional No. 218.205 del Consejo Superior de la 

Judicatura, en mi calidad de apoderada judicial de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL –ARMADA NACIONAL- EJERCITO NACIONAL, solicito que se me reconozca 

personería para actuar en los términos indicados en el poder previamente allegado, conforme al cual, 

procedo a dar CONTESTACIÓN A LA DEMANDA, en los siguientes términos: 

 
I. TEMPORALIDAD DE LA CONTESTACIÓN:  

 
El artículo 199 del CPACA, señala que el auto admisorio de la demanda y el mandamiento ejecutivo 

contra las entidades públicas y las personas privadas que ejerzan funciones públicas, se deben 

notificar personalmente a sus representantes legales o a quienes estos hayan delegado la facultad de 

recibir notificaciones, o directamente a las personas naturales, según el caso, y al Ministerio Público, 

mediante mensaje dirigido al buzón electrónico notificaciones judiciales a que se refiere el artículo 197; 

indicando que el traslado o los términos que conceda el auto notificado solo se empezarán a 

contabilizar a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje y el término respectivo 

empezará a correr a partir del día siguiente.  

 

 En este caso, la notificación del auto admisorio de fecha 8 de noviembre de 2021, a la NACION 

MINISTERIO DE DEFENSA, se surtió el día 17 de noviembre de 2021 por correo electrónico, corriendo 

los 30 días del traslado, desde el 20 de noviembre al 26 de enero de 2022; es decir 2 días hábiles 

después de surtida la notificación; por lo tanto, al presentar este escrito hoy 26 de enero de 2022, me 

encuentro dentro del término de ley para hacerlo. 

 

II. FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones, declaraciones y condenas formuladas en la 

demanda, teniendo en cuenta que mi representada no puede responder por el presunto daño causado 
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a los demandantes y menos por la presunta acción, omisión y la falla del servicio, por al permitir los 

actos atroces de la repetición del desplazamiento forzado de nuestro familiar RAFAEL ELIECER 

TORRES PEREZ, identificado con la cedula de ciudadanía No 73.545.159 expedida en el Carmen de 

bolívar, ocurrida en la fecha 24 de junio de 2020, vereda sierra venado, jurisdicción del municipio el 

Carmen de Bolívar - Bolívar, teniendo en cuenta que no se establece con claridad la relación de 

causalidad existente entre la accionante y los hechos que alega frente al actuar de mi defendida. 

 
Lo anterior, aunado a que, en el presente asunto, se configura la causal eximente de responsabilidad 

atinente al hecho de un tercero, como quiera que el perjuicio que presuntamente se ha causado en 

virtud de los delitos invocados en la demanda, encontró su origen en la incursión de grupos al margen 

de la ley en el Departamento de Bolívar. 

 
Finalmente, dentro del presente medio de control no se vislumbra el lleno de los requisitos formales 

tendientes a demostrar el daño, lo que claramente impide la prosperidad de las indemnizaciones 

pretendidas. Téngase en cuenta que el daño para ser indemnizable exige entre otros requisitos, el 

denominado de certeza, relacionado con la realidad de su existencia, en consecuencia, se opone a 

cualquier concepto de daño hipotético o eventual. 

 
III. EXCEPCIONES 

 
                                                     

- FALTA DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-
EJERCITO NACIONAL – ARMADA NACIONAL. 

 
 

De acuerdo con la demanda, no es dable afirmar que el Ministerio de Defensa Nacional – Armada y 

Ejército Nacional, tenga la función de ejercer labores de seguridad y protección personal por cuanto 

esta se encuentra en cabeza de los organismos de seguridad y de policía. Y por lo tanto mal podría 

endilgarse responsabilidad alguna en los hechos que dieron como resultado la muerte y demás hechos 

del caso en cuestión. 

 
El artículo 217 de la Constitución Nacional, expresamente señala que “La Nación tendrá para su 

defensa unas fuerzas militares permanentes constituidas por Ejercito, la Armada y la Fuerza Aérea. 

Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la 

independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional”.  

 
Bajo el sentido Constitucional, no es el Ejército ni la Armada Nacional los llamados a prestar protección 

a los particulares, puesto que la función primordial es la defensa de la soberanía del territorio nacional; 

función muy distante a la guarda personal o escolta de todos los colombianos, la cual está a cargo de 

los distintos organismos de la Policía Nacional, previo estudio de condiciones de seguridad. 
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En relación con la Legitimación en la causa por pasiva el Consejo de Estado ha dicho1:  

 
“(…) la legitimación en la causa constituye una condición anterior y necesaria, entre otras, 

para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o a las demandadas8. 

Con relación con la naturaleza jurídica de la noción de legitimación en la causa, en sentido 

amplio, la jurisprudencia constitucional se ha referido a ella, como la "calidad subjetiva 

reconocida a las partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso",9 de 

forma tal, que cuando una de las partes carece de dicha calidad o condición, no puede el juez 

adoptar una decisión favorable a las pretensiones demandadas10. 

(…) 

Entendido así el concepto de legitimación en la causa, es evidente que cuando ella falte, bien 

en el demandante o bien en el demandado, la sentencia no puede ser inhibitoria, sino 

desestimatoria de las pretensiones aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la 

persona contra las que se adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación 

correlativa alegada.” 

“(…)Ahora bien, también ha sostenido la Sala que la legitimación en la causa puede ser de 

hecho cuando la relación se establece entre las partes por razón de la pretensión procesal, es 

decir, de la atribución de una conducta que el demandante hace al demandado en su 

demanda, o material frente a la participación real de las personas en el hecho origen de la 

formulación de la demanda, independientemente de que dichas personas hayan demandado 

o hayan sido demandadas, por lo cual la ausencia de esta clase de legitimación, no constituye 

una excepción de fondo porque no enerva la pretensión procesal en su contenido, sino que 

es una condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito, sin que el estar 

legitimado en la causa otorgue el derecho a ganar, lo que sucede aquí es que si la falta recae 

en el demandante, el demandado tiene derecho a ser absuelto, no porque él haya probado un 

hecho que enerve el contenido material de las pretensiones, sino porque quien lo atacó no es 

la persona que frente a la ley tiene el interés sustantivo para hacerlo – no el procesal –; si la 

falta de legitimación en la causa es del demandado al demandante se le negarán las 

pretensiones, no porque los hechos en que se sustenten no le den el derecho, sino porque a 

quien se las atribuyó no es el sujeto que debe responder, y, por eso, el demandado debe ser 

absuelto.”12 

 
En ese sentido, al no mediar prueba por parte del demandante respecto a las presuntas las acciones 

u omisiones en que incurrió el Ministerio de Defensa Nacional – Ejército y Armada Nacional en los 

hechos en los cuales se funda la demanda, es dable que el despacho declare la prosperidad de la 

presente excepción.  

 
- HECHO DE UN TERCERO 

 
Al demostrarse que la entidad demandada no es responsable de la conducta asumida por un tercero 

que no tiene ninguna relación con la entidad, por tanto, un elemento de ruptura del nexo causal en el 

caso que nos ocupa.  

 

 
1 Posición reiterada en sentencia de 25 de mayo de 2011, expediente: 20146; 19 de octubre de 2011, expediente 19630.  
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Teniendo en cuenta lo anterior, no surge del análisis de los hechos alguna intervención del Estado 

para poder predicar su responsabilidad por los perjuicios causados a los demandantes bajo ningún 

régimen de responsabilidad, toda vez que la prueba allegada hasta el momento, permite concluir que 

el desplazamiento forzado de RAFAEL ELIECER TORRES PEREZ, identificado con la cedula de 

ciudadanía No 73.545.159 expedida en el Carmen de bolívar, ocurrida en la fecha 24 de junio de 2020, 

vereda sierra venado, jurisdicción del municipio el Carmen de Bolívar- Bolívar, se produjo por la acción 

de grupos al margen de la Ley. 

 

De esta manera no es posible atribuir responsabilidad alguna a la entidad demandada, toda vez que 

el daño fue causado por un tercero.  Si bien es cierto que el Estado, tiene una función preventiva y 

sancionadora en relación con los hechos punibles, no puede concluirse que sea responsable de su 

comisión en todos los eventos; ya que son imputables a él, solo cuando han tenido como causa la 

acción u omisión de uno de sus agentes, o facilitada por la omisión en el cumplimiento de un deber 

concreto de la administración, o tuvo como causa la realización de un riesgo creado lícitamente por 

ella. 

 

El hecho de un tercero como causal de exoneración consiste en la intervención exclusiva de un agente 

jurídicamente ajeno al demandado, en la producción de un daño. 

 

De otro lado determinar la presencia o no de la falla en el servicio impone conocer los alcances de la 

obligación legal impuesta a la administración, precisando la forma como el Estado debió haber 

cumplido con sus obligaciones y que permitan calificar la conducta de la administración como 

anormalmente deficiente.  

 

Los daños sufridos por los actores tuvieron como causa directa la acción de un tercero, el daño no se 

originó en la prestación inadecuada del servicio, sino del hecho exclusivo de un tercero.  

 

Como se puede evidenciar no se dan los presupuestos para declarar la responsabilidad de mi 

representada por que existe el rompimiento del nexo causal exonerativa del HECHO DE UN 

TERCERO. 

 
- FALTA DE LOS ELEMENTOS NECESARIOS DE IMPUTACIÓN 

 
 
En el proceso, no hay elementos de juicio suficientes que conduzcan inequívocamente a establecer la 

responsabilidad de la entidad demandada. 

 
- Y LA INNOMINADA:  
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Interpongo esta excepción frente a toda situación de hecho y/o derecho que resulte probada en el 

presente proceso y que beneficie los intereses de la entidad que represento. 

 

Solicito el reconocimiento oficioso, en la sentencia, de los hechos que resulten probados y que 

contribuyan una excepción de fondo.  

 

Las demás que considere el despacho. 

 
IV. EN CUANTO A LOS HECHOS: 

 
 

NO ME CONSTAN Se trata de manifestaciones, apreciaciones y consideraciones, realizadas por el 

apoderado del demandante y por lo cual deberán probarse en el transcurso del proceso por la parte 

demandante.  

 
Aunque en los hechos de la demanda se señala las circunstancias relacionadas con el desplazamiento  

forzado del señor RAFAEL ELIECER TORRES PEREZ, identificado con la cedula de ciudadanía No 

73.545.159 expedida en el Carmen de bolívar, ocurrida en la fecha 24 de junio de 2020, vereda sierra 

venado, jurisdicción del municipio el Carmen de Bolívar-Bolívar, no se relaciona evidencia alguna para 

que le sea imputable al Ministerio de Defensa Nacional dicho desplazamiento. En virtud de todo esto, 

debe ser probado por parte del demandante las circunstancias en los cuales fundamenta la 

responsabilidad de mis representadas. 

 
V. ARGUMENTOS JURIDICOS DE LA DEFENSA 

 
DEL DEBER DE PROTECCION 
 
El Honorable Consejo de Estado ha contemplado que si no ha existido requerimiento previo a las 

autoridades de protección no puede existir condena de la nación en consideración al carácter relativo 

de la falla del servicio. Al respecto ha manifestado: 

 
“En estos casos la Corporación ha reiterado que el Estado no está forzado a prestar amparo 
especial a sus funcionarios cuando estos no lo solicitan, pues la obligación protectora del 
Estado no va hasta asignar oficiosamente un escolta por cada agente suyo. En esa medida, 
de no estar probada en forma expresa la petición en torno a la seguridad, no puede inferirse 
la responsabilidad de la Administración. Si no se demuestra que se ha solicitado dicho amparo 
no puede pretenderse atribuir responsabilidad alegando que la entidad requerida hizo caso 
omiso a la petición, pues ella no tuvo conocimiento de la misma. Tampoco podría imputarse 
una posible deficiencia en la seguridad, extendiendo el deber de las autoridades a una misión 
objetiva de resultado: que no se produjera ningún acto que afectara el orden social, deseo si 
bien loable dentro de cualquier sistema de gobierno, imposible de lograr, ni siquiera con los 
mayores esfuerzos y extremas medidas, a costos inimaginables4.” 

  
Preciso es advertir, que si bien es cierto, cuando hay uso adecuado y oportuno de los recursos y 

medios públicos destinados a la protección ciudadana, y a pesar de ello se producen daños, no se 
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puede deducir inexorablemente responsabilidad patrimonial de la Administración, teniendo al Estado 

como un asegurador general obligado a reparar todo daño, en toda circunstancia”2 

 
En la demanda que se presenta no existe prueba que acredite que al Ministerio de Defensa ni a la 

Policía Nacional se le solicitó protección por parte de los demandantes y que estos recibieron la 

solicitud o que se negaron a tramitarla. 

 
DE LOS ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD – FALLA DEL SERVICIO. 
 
En la teoría de responsabilidad del Estado se requiere para que se configure los siguientes requisitos: 

 

• Una actuación de la administración calificada de irregular por omisión o por acción tardía o 

defectuosa, denominada como culpa, falta o falla del servicio.  

 

• Un daño o perjuicio que reúne las características de cierto o real, especial, anormal y que 

refiera a una situación jurídicamente protegida pues es lógico que quien se encuentra en una 

situación ilegal debe correr los riesgos que ella produzca.  

 

• El nexo causal entre el daño y la actuación, es decir que el daño debe ser efecto o resultado 

de aquella actuación imputable a la administración, la cual debe ser actual o próxima, 

determinante del daño y apta e idónea para causarlo.  

 
Con relación al primero de estos elementos tenemos que se demanda por el presunto desplazamiento 

forzado de los accionantes. 

 

Con relación al segundo de estos elementos se observa que los perjuicios ocasionados a los 

demandantes fueron causados por el actuar de los grupos al margen de la Ley y no por el actuar de 

la fuerza pública, configurándose el hecho de un tercero. 

 

Y con relación al tercero de estos elementos, es bien sabido que el artículo 90, inc. 1º de la Carta 

Política, exige - en orden a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado -, que los daños 

antijurídicos sean “causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”, con lo cual se 

refiere al fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como jurídica.   

 

De allí que el elemento indispensable - aunque no siempre suficiente - para la imputación, es el nexo 

causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea el efecto del primero. 

En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación 

 
2 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 21 de abril del 2004. Expediente 1994-02283. M.P. Ramiro Saavedra 
Becerra. 
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obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o 

en nexo con él. 

 

Imputar —para nuestro caso— es atribuir el daño que padeció la víctima al Estado, circunstancia que 

se constituye en condición sine qua non para declarar la responsabilidad patrimonial de este último. 

 

De allí que elemento indispensable —aunque no siempre suficiente — para la imputación, es el nexo 

causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea el efecto del primero. 

 

Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la Constitución Política, en cuanto exige 

—en orden a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado—, que los daños antijurídicos sean 

“causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”, está refiriéndose al fenómeno de la 

imputabilidad, tanto fáctica como jurídica. Rodrigo Escobar Gil se refiere al punto en estos términos: 

 
“...para el nacimiento de la obligación de reparar no basta sólo la imputatio facti; es decir, la 
relación de causalidad entre un hecho y un daño, sino que es necesario la imputatio juris, esto 
es, una razón de derecho que justifique que la disminución patrimonial sufrida por la víctima 
se desplace al patrimonio del ofensor”. (Rodrigo Escobar Gil. Teoría general de los contratos 
de la administración pública. Legis, pág. 259) 

 
Leguina lo expresa de esta manera: 
 
“Para poder imputar un daño a un ente público, lo que interesa es que el ente tenga la titularidad del 

servicio o de la actividad desarrollada por sus funcionarios”.( Ibídem, pág. 169). 

García de Enterría se ocupa también de los “títulos y modalidades de imputación del daño a la 

administración” y, entre ellos se ocupa de “la integración del agente en la organización o actividad” —

por la cual se ocasiona el daño, aunque advierte que “...por muy generosa que quiera ser la fórmula 

legal, es obvio que la cobertura de la administración no puede ser indefinida entre estos casos, de 

forma que alcance a los daños puramente personales del agente “puesto que “El fenómeno de 

imputación a la administración de la conducta lesiva de las personas que emplea se detiene, 

naturalmente, en los límites del servicio público, que es la referencia que la ley utiliza, excluyendo la 

actividad privada de aquellos”. (Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández. Curso de 

Derecho Administrativo. Editorial Civitas, volumen II, pág. 389.).- 

 
En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación 

obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o 

en nexo con él. (Sentencia 10948 y 11643 de octubre 21 de 1999. Consejo de estado- Sección 

tercera.) 

 
 
INEXISTENCIA DE LOS PRESUPUESTOS DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO 
 
Ahora bien, los elementos que, de acuerdo con la jurisprudencia y la doctrina, son indispensables para 

que pueda aceptarse la Falla en el servicio son: a) una falta o falla del servicio a cargo de la 

administración, que bien puede ser por omisión, retardo, irregularidad, ineficacia, ausencia, etc.; b) un 
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daño indemnizable, esto es, que sea cierto, determinado o determinable y; c) una relación de 

causalidad entre estos dos anteriores. Esa responsabilidad se puede desvirtuar con la demostración 

de la existencia de una causa exonerativa de responsabilidad como la culpa de la víctima, la fuerza 

mayor o el hecho de un tercero. 

 
SOBRE EL HECHO DETERMINANTE. 
 
De lo visto en la demanda, no obra ningún medio de convicción que pruebe que el hecho determinante 

del desplazamiento, tenga relación con mi defendida.  

 
NEXO CAUSAL.  
 
Se ha dicho atrás - vertiendo en ello el precepto del Artículo 90 Constitucional - que la responsabilidad 

patrimonial del Estado requiere, además del daño antijurídico, que el mismo le sea imputable. 

 

El Honorable Consejo de Estado al respecto ha manifestado:  

 
“la lesión pueda ser imputada…“, ha dicho la doctrina, significa que pueda ser “…jurídicamente 

atribuida, a un sujeto distinto de la propia víctima. “3  “ La imputabilidad consiste, pues, en la 

determinación de las condiciones mínimas necesarias para que un hecho pueda ser atribuido 

a alguien como responsable del mismo, con el objeto de que deba soportar las 

consecuencias.”4           

 
De allí que elemento necesario para la imputación del daño es la existencia del nexo causal entre la 

actividad (lícita o no) o la omisión de las autoridades públicas (Artículo 90 de la C.P.) y el daño 

antijurídico que se reclama, de modo tal que éste sea efecto de aquellas que serán su causa.  

 

Necesaria la causalidad, no resulta siempre suficiente cuando de imputar el daño se trata, pues, como 

lo enseñan García de Enterría y Tomás Ramón Fernández, “El supuesto más simple que cabe 

imaginar es, naturalmente, el de la causación material del daño por el sujeto responsable. En tal caso, 

la imputación de responsabilidad, en cuanto fenómeno jurídico, se produce automáticamente una vez 

que se prueba la relación de causalidad existente entre la actividad del sujeto productor del daño y el 

perjuicio producido. Las cosas no se producen siempre tan simplemente, sin embargo, y ello porque 

en materia de responsabilidad civil, a diferencia de lo que ocurre en el ámbito penal, el objetivo último 

que se persigue no es tanto como el de identificar a una persona como autora del hecho lesivo, sino 

el de localizar un patrimonio con cargo al cual podrá hacerse efectiva la reparación del daño causado. 

Esta finalidad garantizadora, que está en la base de todo sistema de responsabilidad patrimonial, 

produce con frecuencia una disociación entre imputación y causalidad. Probar que existe un nexo 

causal entre el hecho que constituye la fuente normativa de la responsabilidad y el daño producido 

 
3 Vasquez, Adolfo R. Responsabilidad Aquiliana del Estado y sus funcionarios, página 179.  
4 Ibídem, página 180. 
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será siempre necesario para que la imputación pueda tener lugar y con ella pueda nacer la 

responsabilidad, pero la mera relación de causalidad entre el hecho (y su autor) y el daño no basta 

para justificar la atribución del deber de reparación al sujeto a quien la Ley califica de responsable. Así 

ocurre, por lo pronto, cuando la responsabilidad se predica de personas jurídicas, en la medida en que 

éstas sólo pueden actuar a través de personas físicas. En tales casos - y en todos aquellos en los que 

la responsabilidad se configura legalmente al margen de la idea de culpa - la imputación no puede 

realizarse en base a la mera causación material del daño, sino que tiene que apoyarse, previa 

justificación de su procedencia, en otras razones o títulos jurídicos diferentes, ya sea la propiedad de 

la cosa que ha producido el daño, la titularidad de la empresa en cuyo seno ha surgido el perjuicio, la 

dependencia en que respecto del sujeto responsable se encuentra el autor material del hecho lesivo, 

o cualquier otra. 

 
“Siendo la administración pública una persona jurídica, el problema de la imputación de 
responsabilidad se plantea en los términos que acabamos de decir, lo cual hace necesario 
precisar los títulos en virtud de los cuales pueda atribuírsela jurídicamente el deber de 
reparación.”5   (Consejo de Estado Sección Tercera. Sentencia del 27 de enero del 2000. 
Expediente 10867. M.P. Alier Hernández) 

 
Por lo tanto, es elemento necesario para la imputación del daño la existencia del nexo causal entre la 

actividad (lícita o no) o la omisión de las autoridades públicas (Art. 90 de la C.P.) y el daño antijurídico 

que se reclama, de modo tal que éste sea efecto de aquellas que serán su causa. 

 

En relación con la imputabilidad del daño el Honorable Consejo de Estado ha manifestado igualmente:  

 
“Establecido el primero de los elementos que, como se dijo constituye la base misma de la 
responsabilidad patrimonial del Estado, es decir, la existencia de un daño antijurídico sufrido 
por el demandante, es menester establecer el segundo: la imputación de ese daño al Estado. 
Imputar —para nuestro caso— es atribuir el daño que padeció la víctima al Estado, 
circunstancia que se constituye en condición sine qua non para declarar la responsabilidad 
patrimonial de este último. 
De allí que elemento indispensable —aunque no siempre suficiente — para la imputación, es 
el nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea el 
efecto del primero. 
Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la Constitución Política, en cuanto 
exige —en orden a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado—, que los daños 
antijurídicos sean “causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”, está 
refiriéndose al fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como jurídica. 
Rodrigo Escobar Gil se refiere al punto en estos términos: 
“... para el nacimiento de la obligación de reparar no basta sólo la imputatio facti; es decir, la 
relación de causalidad entre un hecho y un daño, sino que es necesario la imputatio juris, esto 
es, una razón de derecho que justifique que la disminución patrimonial sufrida por la víctima 
se desplace al patrimonio del ofensor”6. 

 
Leguina lo expresa de esta manera: 
 

 
5 Curso de Derecho Administrativo. Tomo II, páginas 378 y 379. 
6 Rodrigo Escobar Gil. Teoría general de los contratos de la administración pública. Legis, pág. 259 
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“Para poder imputar un daño a un ente público, lo que interesa es... que el ente tenga la titularidad del 

servicio o de la actividad desarrollada por sus funcionarios”7. 

 
García de Enterría se ocupa también de los “títulos y modalidades de imputación del daño a la 

administración” y, entre ellos se ocupa de “la integración del agente en la organización o actividad” —

por la cual se ocasiona el daño, aunque advierte que “...por muy generosa que quiera ser la fórmula 

legal, es obvio que la cobertura de la administración no puede ser indefinida entre estos casos, de 

forma que alcance a los daños puramente personales del agente “puesto que “El fenómeno de 

imputación a la administración de la conducta lesiva de las personas que emplea se detiene, 

naturalmente, en los límites del servicio público, que es la referencia que la ley utiliza, excluyendo la 

actividad privada de aquéllos”8. 

 
En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación 

obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o 

en nexo con él, excluyendo la conducta personal del servidor público que, sin conexión con el servicio, 

causa un daño. (Sentencia 10948 y 11643 de octubre 21 de 1999. Consejo de estado- Sección 

tercera.). 

 
En el análisis de la imputación de falla del servicio alegada por la demandante contra el 

Ministerio de Defensa Nacional, se debe probar en que se fundamenta dicha falla, lo cual no 

acreditado dentro del proceso. 

 
LAS OBLIGACIONES DEL ESTADO FRENTE A LAS PERSONAS RESIDENTES EN COLOMBIA 
 
Frente a las obligaciones que tiene el Estado en torno a las personas naturales residentes en 

Colombia, es necesario hacer el siguiente repaso constitucional: 

 

El artículo 2º inciso 2º de la Carta Magna, hace recaer en la autoridad de la República, la obligación 

de proteger entre otros derechos fundamentales, el de la vida: 

 

“Artículo 2º LOS FINES DEL ESTADO (…) 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, 

y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”  

 

En lo que hace a la responsabilidad jurídica de las autoridades el artículo 6º constitucional preceptúa: 

 

“Artículo 6º LIBERTAD INDIVIDUAL Y PRINCIPIO DE LEGALIDAD. Los particulares sólo son 

responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

 
7 ibídem, pág. 169. 

8 Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández. curso de derecho administrativo. 

editorial civitas, volumen ii, pág. 389. 
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Públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus 

funciones” 

 

Por su parte el artículo 90 en su inciso 1º nos habla de la responsabilidad extracontractual del Estado 

cuando dice: 

 

“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 

causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el evento de ser 

condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido 

consecuencia de la conducta dolosa o gravemente Culposa de un agente suyo, aquél deberá 

repetir contra éste”. 

 

Pues bien, luego de este recuento normativo, cabe preguntar: ¿Hasta dónde llega la obligación del 

Estado Colombiano de proteger la vida de los residentes en este país? 

 

Es claro, que, conforme a las normas constitucionales, existe el deber de las autoridades de proteger 

la vida e integridad de todas las personas residentes en Colombia, dentro de un marco de igualdad 

sin ningún tipo de discriminación, pero esta obligación igualmente se sujeta a algunos parámetros, el 

cual es el conocimiento de los hechos para que puedan actuar, ya que para el Estado – Fuerza Pública 

le es imposible cuidar a cada uno de los habitantes del país. 

 
El H. Consejo de Estado9 ha compartido esta tesis al señalar: 
 

“RELATIVIDAD DE LA FALLA DEL SERVICIO - Concepto. Alcances / FALLA RELATIVA DEL 
SERVICIO - Concepto. Alcances / RELATIVIDAD DE LA OBLIGACION - Capacidad estatal 
limitada 
 
No obstante, cabe señalar que la Sala ha considerado que a pesar de que es deber del Estado 
brindar protección a todas las personas residentes en el país, no le son imputables todos los 
daños a la vida o a los bienes de las personas causados por terceros, porque las obligaciones 
del Estado son relativas, en tanto limitadas por las capacidades que en cada caso concreto 
se establezcan, dado que “nadie está obligado a lo imposible”. Aunque, se destaca que esta 
misma Corporación en providencias posteriores ha aclarado que la relatividad de las 
obligaciones del Estado no excusa su incumplimiento, sino que debe indagarse en cada caso 
si en efecto fue imposible cumplir aquéllas que en relación con el caso concreto le 
correspondían.” 

 
CARGA DE LA PRUEBA (ART. 167 CGP). 
 
El inciso primero del artículo 167 del C.G.P señala que “Incumbe a las partes probar el supuesto de 

hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.” (…).  

 

 
9 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 27 de abril del 2011 , Expediente (20374) 
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Dicha preceptiva consagra la regla subjetiva de la carga de la prueba, acogida y aplicada en nuestra 

legislación, según la cual las partes están llamadas a aportar las pruebas que sustenten sus 

pretensiones, so pena de que las mismas sean desestimadas. Así lo enseña el profesor Hernando 

Devis Echandía10: 

 
“Pero, simultánea e indirectamente, dicha regla determina qué hechos debe probar cada parte 
para no resultar perjudicada cuando el juez la aplique (a falta también de prueba aportada 
oficiosamente o por la parte contraria, dada la comunidad de la prueba, que estudiamos en el 
núm. 31, punto 4), puesto que, conforme a ella, la decisión debe ser adversa a quien debería 
suministrarla, y, por tanto, le interesa aducirla para evitar consecuencias desfavorables.” (…)  
Subrayas fuera de texto. 

 
Esta carga procesal, implica la responsabilidad de las partes por su conducta durante el proceso, 

tendiente a allegar la prueba de los hechos que la benefician y a controvertir la de aquellos que han 

sido acreditados por el contrario y que pueden perjudicarla; en este orden de ideas, puede decirse que 

a las partes le es dable colocarse en una total o parcial inactividad probatoria por su propia cuenta y 

riesgo. 

 
Este principio contiene una regla de conducta para el juzgador, en virtud de la cual, cuando falta la 

prueba del hecho que sirve de presupuesto a la norma jurídica que una parte invoca a su favor, debe 

fallar de fondo y en contra de esa parte11. Así pues, el fallador puede cumplir con su función de resolver 

el litigio cuando ante la ausencia de elementos probatorios, sin tener que abstenerse, para dar 

cumplimiento a los principios de economía procesal y eficacia de la función. 

 
En suma, quienes hagan parte de la litis, deben participar activamente en el recaudo del material 

probatorio, para impedir al fallador que ante la escasez de medios de convicción, dirima el conflicto 

aún en contra de lo pretendido por ellas. 

 
Ahora bien, ante la escases probatoria que rodea el caso sub judice, en cuanto a los perjuicios 

incoados, será carga de la parte actora acreditar los supuestos de hecho de las normas que consagran 

el efecto jurídico que pretenden, impuesta por el artículo 167 del CGP, misma que se traduce en este 

evento, en la demostración de una obligación de seguridad concreta por parte del Ejército y la Armada 

Nacional frente a la demandante y que pese a ello la Institución no tomó las medidas de protección 

del caso; no de otra forma podría derivarse responsabilidad de mi prohijada por falla en el servicio. 

 
De conformidad con los argumentos jurídicos expuestos anteriormente, solicito se nieguen las 

pretensiones de la demanda en consideración a que contrario a lo afirmado por la parte demandante 

 
10DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Teoría General de la Prueba Judicial, Tomo I. Bogotá: Editorial Temis, Quinta Edición, 2006. 
p.405, 406. 
11 DEVIS ECHANDÍA, Hernando; Compendio de Derecho Procesal. Pruebas Judiciales, Décima Edición; Biblioteca Jurídica 
Diké, Medellín, 1994, T.II, p. 27. 
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y como consecuencia de una valoración en conjunto de la totalidad del material probatorio allegado, 

debe concluirse que no se probó que el daño fuera imputable al Estado. 

 

VI. PRUEBAS QUE SE SOLICITAN: 

 

Solicito muy respetuosamente se tenga como prueba documental el siguiente documento:  

 

- Oficio 0012-MDN-COGFM-COARC-SECAR-JEMOP-CBRIM1-SCBRIM1-JB3BRIM1-AJURO-

29.25, fechado 25 enero de 2022.  

 

VII. DOMICILIO Y NOTIFICACIONES 

 

La parte demandada, Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército y Armada Nacional y su 

representante legal, tienen su domicilio en Bogotá, en la avenida el Dorado Carrera 52 CAN EDIFICIO 

DEL MINISTERO DE DEFENSA. Correo electrónico de la entidad: notificaciones. 

cartagena@mindefensa.gov.co. 

La suscrita apoderada tiene su domicilio en esta ciudad, Oficina del Grupo Contencioso Constitucional 

del Mindefensa, ubicada en la Base Naval ARC Bolívar, Coliseo Segundo Piso, situada en la entrada 

del barrio Bocagrande de Cartagena, donde recibiré notificaciones o en la secretaria de su Despacho, 

y al correo electrónico katherine-anaya@hotmail.com y  katherineanaya1989@gmail.com. 

VIII. ANEXOS 

 

a) Los documentos relacionados en el acápite de pruebas.  

b) Poder otorgado para el asunto y sus anexos. 

 
Cordialmente, 

 

 
______________________________________ 

KATHERINE ANAYA SANTIAGO 
C.C. 1143333033 de Cartagena 
T.P. 218205 del C. S. de la J. 
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REPUBLICA DE COLOMBIA

MINISTERIo DE DEFENSA NACIONAL

RESOLUCION NÚMERO 0 3 71 oe 

01 MAR 2021 
For ia cual se hace un nombramiento ordinario en la planta de empleados püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional- Unidad de Gestión General

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas enel articulo 208de
la constitución Politica, literal g articulo 61 de la Ley 489 de 1998, en concordancia con lo dispuesto en 

los articulos 13 y 14 del Decreto Ley 091 de 2007 

RESUELVE

ARTICUL01. Nombrar al Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁAN, identificado con 

la cédula de ciudadania No. 93.402.253, en el empleo de Libre Nombramiento y Remoción, Director del 

Sector Defensa, Código 1-3, Grado 18, de la Planta Global de Empleados Püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional Unidad de Gestión General Dirección de Asuntos Legales, por haber reunido losS 

requisitos para el empleo, teniendo en cuenta la necesidad del servicio. 

ARTICULO 2. Comunicar a través del Grupo de Talento Humano de la Dirección Administrativa del 

Ministerio de Defensa Nacional- Unidad de Gestión General, el presente Acto Administrativo. 

ARTICUL0 3. La presente resolución rige desde la fecha de su publicación y surte efectos fiscales

a partir de la posesión en el mencionado cargo. 

PUBLIQUESE, COMUNÍQUESE Y CÜMPLASE 

Dada en Bogotá, D.C.0 1 MAR 2021 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

DIEGOANDR�S MOLANO APONTE 

Vo Bo SecretarioGeneral 
Vo Bo Directora Administrativa
Vo. Bo Coordinadora Grupo Talento humano 

Proyecto PD Sashenka Pinedo



FORMATO Codigo: GT-F-008
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Republica de Colombia
Versión: 1 

Acta de poseslón Vigente a partir de: 29 de agosto de 2019 
bertud y Orden

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Libortad y Orden 

ACTA DE POSESIÓN FUNCIONARIos 

ACTA DE POSESIÓN No. 0023-21
FECHA 1 de Marzo de 2021 

En la ciudad de Bogotà D.C., se presentó al DESPACHO DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 
quien reasume la facultad para la presente posesión, el Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁN,
identificado con cédula de Ciudadania No. 93.402.253, con el fin de tomar posesión del empleo DIRECTOR DEL 
SECTOR DEFENSA, CÓDIGO 1-3, GRADO 18 de la PLANTA GLOBAL de empleados públicos del Ministerio 
de Defensa Nacional-Unidad de Gestión General - Dirección de Asuntos Legales, en el cual fue NOMBRADO, 

mediante Resolución No. 0371 del 1 de marzo de 2021. 

Manifestó, bajo la gravedad de juramento, no estar incurso en causal alguna de inhabilidad general o especial, 
de incompatibilidad o prohibición de las establecidas por los decretos 2400 de 1968, 1083 de 2015, ley 734 de 
2002 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el articulo 141 del decreto 2150 de 1995, solo se exige la presentación de la 
cédula de ciudadanía. 

FiFFa delPosesionado DIEGO ANDRES MOLANO APONTE 
Ministro de Defensa Nacional










